Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 12 minutos.) 


En el día de ayer mantuve una conversación telefónica con el señor Gasparri, quien me explicó algunos aspectos jurídicos del 
asunto -de los que más tarde daré cuenta- y me anunció que el doctor Olmos concurriría a explicar algunos puntos relacionados 
con el tema. También me comuniqué con el señor Subsecretario para hablar acerca de esta reunión. En definitiva, según la 
documentación que hemos remitido, aquí subyace un problema con la Cooperativa Caorsi, que se inscribe en un contexto mucho 
más general relacionado con un conjunto de deudores con el INIA, que está trancado hace dos años. 


De la presencia de la gente de esta Cooperativa aquí en esta Comisión y por algunas visitas y encuentros que ha habido en 
Tacuarembó, surge una contradicción para un país que quiere inversiones. El problema de la Cooperativa Caorsi -no escapará a la 
Comisión, que se encuentra en el contexto de un problema más general de una deuda de un organismo paraestatal- es paradojal, 
ya que se trata de una empresa que en alguna medida se sostiene por milagro y que tiene una historia que fue una proeza en su 
tiempo. Se logró hacer andar una fábrica que estaba prácticamente terminada y que ha logrado sobrevivir más de cuarenta años, 
significando para Tacuarembó una no despreciable fuente de trabajo. Sin embargo, esta empresa está pasando por una crisis muy 
seria y enfrenta dificultades para poder sostenerse debido a una deuda que resulta bastante ridícula en parte. Esto nos coloca en la 
situación de un país que quiere atraer inversiones a instalarse en el Uruguay pero que, a veces por muy poco, está a punto de 
perder las que ya están funcionando. 


El afán de conversar con ustedes era expresar que no se puede pedir a las cajas, que están exhaustas, que tengan los recursos, 
pero esta misma gente tiene que pagar impuestos. Esto significa que el Estado les debe por un lado, pero les tienen que pagar por 
otro. Probablemente, este no sea sólo el caso de la Cooperativa Caorsi, sino un problema bastante genérico en el que no tenemos 
ningún tipo de instrumento para hacer una especie de canje de haberes y deberes para que los dineros globales del Estado, al final 
constituyan una única caja. 


En definitiva, aunque esta no es la Comisión más adecuada, queremos plantear el siguiente problema. Existe una deuda que en su 
momento era de $ 2:000.000, de un organismo que ha caído, a lo que se suman pagos a la seguridad social y a otros organismos 
por concepto de una empresa que tiene más de ochenta trabajadores y deudas de otro tipo. A ello se suma un eventual reclamo de 
un eventual haber con el organismo de previsión social por la no aplicación de la Ley de Cooperativas -supongo que después nos 
precisarán esta información sobre la que ya conversé con el señor Gasparri- que no es el único que nos ha llegado en este tiempo 
a las Comisiones del Parlamento; se trata de un reclamo más. Hace poco solicitamos al Ministerio de Relaciones Exteriores que 
intercediera ante un pequeño empresario de Brasil por una también pequeña deuda de yerba que, reitero, no es muy considerable 
pero que no nos prestigia nada en el exterior. 


En consecuencia, queremos recabar la información sobre este tema y, remitida la documentación de los distintos organismos del 
Estado aquí presentes, tener una visión de cuáles son las respuestas posibles a problemas bastante penosos como el de este caso 
por el entorno social que implican. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La semana pasada recibimos la citación de la Comisión y 
tomamos conocimiento del contenido de la versión taquigráfica de la sesión que contó con la presencia de los representantes de la 
Cooperativa Caorsi de Tacuarembó. En consecuencia, concurrimos acompañados por el Director del ex Instituto Nacional de 
Abastecimiento, actualmente designado como Liquidador, a los efectos de dar la información de que disponemos referente a dicha 
Cooperativa. Posteriormente, quedaremos a las órdenes de la Comisión para responder todas aquellas preguntas que se deseen 
efectuar. 


En primer lugar, queremos poner en orden la situación del Instituto Nacional de Abastecimiento. Una vez que el Ministerio se hizo 
cargo de esta administración, el 1? de marzo de 2000, encontramos un instituto que tenía un déficit de funcionamiento importante y 
un pasivo que venía creciendo año a año. En cifras globales podríamos decir que en marzo de 2000, cuando asumimos, estaba 
más o menos en el eje de los U$S 5:000.000. Teniendo en cuenta que cada año el déficit era mayor y que la realidad de nuestro 
país había cambiado respecto al motivo por el cual el instituto había sido creado, consideramos que lo mejor para el país en ese 
momento era cerrarlo, ya que se había transformado en una especie de supermercado con cerca de cien minibocas de salida en 
todo el país compitiendo con precios y calidades desfavorables respecto a los demás supermercados. Es decir que de aquel ente 
testigo que fue en su momento Subsistencias se había transformado en un organismo que, a nuestro entender, prestaba una 
función que no correspondía y que funcionaba a precios y calidades inferiores a los del mercado. Por lo tanto, dadas las 
circunstancias económicas en las que recibimos el organismo, entendimos que lo más saludable para el país era cerrarlo. Así fue 
que en el artículo 378 del inciso XIIl de la Ley de Presupuesto se decretó la supresión del Instituto. A su vez, en el artículo 380 se 
destinó una partida de U$S 1:500.000 para hacerse cargo del pasivo y en el artículo 382 se le cometió al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, si esa partida no alcanzara para cubrir el pasivo, hacerse cargo del saldo con recursos propios. Una vez iniciado 
este período, que la decisión de cerrar quedó confirmada en la Ley de Presupuesto y que se hizo efectiva alrededor del 1% de 
marzo de este año, se puso en práctica la intención de determinar exactamente el pasivo que estaba en su momento -a valores 
originales- en U$S 5:000.000 y hacerse cargo del mismo. 


Con respecto a la Cooperativa CAORSI debemos decir que el saldo original de la deuda estaba en una cifra de $ 1:844.000 y se 
refiere al período que va desde el 9 de noviembre de 1998 al 11 de marzo de 2000, fecha anterior al ingreso del actual liquidador, 
que en su momento fue el Director del Instituto. Esa cifra, que es de alrededor de U$S 150.000 es muy importante para la 
cooperativa. Tanto el actual Director y liquidador como yo personalmente, hemos recibido a la cooperativa y le hemos indicado la 
intención que tiene el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Gobierno de hacer frente a las deudas. En ese sentido, se 
siguen manteniendo reuniones con el Ministerio de Economía y Finanzas a los efectos de buscar mecanismos para solucionar este 
tema. La verdad es que nuestro Ministerio, desde un inicio, reconoció que a pesar de no tratarse de un instituto público, las deudas 
deberían ser consideradas como del Estado, porque en base a resoluciones judiciales queda totalmente demostrado que el Estado 


es totalmente responsable de esas deudas. Nosotros, en acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas, estamos buscando los 
mecanismos para hacer frente a esos compromisos. Se cuenta con esos U$S 1:500.000 a que hace referencia el artículo 380 de la 
Ley de Presupuesto y dos inmuebles que posee el Instituto. Uno de ellos está prácticamente vendido en una cifra superior a los 
U$S 700.000, que tiene un pasivo importante por concepto de Contribución Inmobiliaria con la Intendencia Municipal de 
Montevideo. Es decir que en términos generales podríamos hacernos cargo del 30% del pasivo del Instituto, pero nuestro Ministerio 
y el de Economía y Finanzas estamos buscando la fórmula para ver cómo se solventa el resto del pasivo. 


Obviamente, la Comisión sabe las dificultades en que se encuentra el país en este momento y que el Ministerio tiene la intención 
de buscar lo más rápido posible alguna fórmula de salida de forma de no hacer más complicada la situación actual de esa 
cooperativa de la ciudad de Tacuarembó. Queremos encontrar alguna solución que no traiga problemas por lo menos en lo que 
tiene que ver con todos los gastos que tiene que hacer cualquier empresa en cuanto a las contribuciones con el Estado 


Si el señor Presidente no tiene inconveniente, dejaría en manos de la Comisión las preguntas, y las específicas con respecto a la 
Cooperativa Caorsi, a los montos, etcétera, pediría que fueran contestadas por el actual liquidador del Instituto Nacional de 
Abastecimiento, quien además brindaría toda la información que los señores Senadores consideren necesaria. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a ser muy breve, entre otras cosas porque creo que la introducción hecha por el señor Subsecretario de 
Trabajo y Seguridad Social ha sido muy ilustrativa del problema. Por otra parte, en términos generales, este asunto es de 
conocimiento de los señores Senadores y, por lo tanto, es poco lo que puedo agregar. No obstante, me gustaría hacer un par de 
precisiones. Una de ellas, de orden conceptual, quizá político, en cuanto al contexto en que esta situación se está desarrollando, no 
con el ánimo de entrar en debate en esta sesión, sin perjuicio de que estoy a la orden de la Comisión o de otro ámbito 
parlamentario, si es que fuera necesario. 


Me voy a referir a la responsabilidad del Estado con relación a estas personas públicas no estatales. A lo largo de los últimos años 
hemos ido -digo "hemos" en un sentido colectivo; no estoy haciendo ninguna referencia a períodos o a partidos, sino a una acción 
colectiva- generando una serie de centros de decisión que escapan a la conducción central del Estado y que tampoco están en la 
órbita de las empresas públicas instituidas por la Constitución de la República, pero de cuyo manejo el Estado no tiene demasiadas 
noticias, que tienen un grado de autonomía casi infinito, puesto que se fijan sueldos, hacen operaciones, determinan gestiones y, 
en mucho casos, llegan a situaciones de insolvencia como las que estamos comentando. La posición del Ministerio es que el 
Estado no es responsable por estas deudas. Claramente, esta postura no ha sido recogida por el Poder Judicial, que ha entendido 
que sí y, en consecuencia, estamos hoy enfrentados al pago de las mismas, cosa que vamos a hacer tal como corresponde a 
nuestro ordenamiento jurídico. 


En todo caso, la reflexión que quiero dejar bien clara -y que seguramente va a ser motivo de una consideración especial por parte 
del Poder Ejecutivo en su relación con el Parlamento- es que aquí hay una situación que tenemos que atender: estas personas 
públicas no estatales están en condiciones de generar pasivos que el poder político y la sociedad uruguaya tienen que comprender 
que no son de responsabilidad del Estado porque, de lo contrario, este juego de crear personas públicas no estatales que hacen lo 
que se les ocurre y después generan pasivos que deben ser atendidos por el Estado, es como un juego de nunca acabar. 


Esta es una apreciación de orden general que, como dije, va a ser motivo de una reflexión particular que el Poder Ejecutivo está 
evaluando y va a poner a consideración del Parlamento en su debido momento. 


Hecha esta precisión de orden general, quisiera ahora sí referirme a la situación creada por esta deuda con el Molino Caorsi y, en 
forma más genérica, por las deudas vinculadas al INA. El señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social acaba de explicar 
esto, por lo que es muy poco lo que puedo agregar. No obstante, digo que en el Ministerio de Economía y Finanzas estamos 
siguiendo el tema con atención y preocupación, con la intención de darle solución desde el punto de vista económico-financiero lo 
más rápido posible. Deben creerme los señores Senadores que es así, no sólo porque es obligación del Estado pagar sus 
compromisos, sino porque de no actuar así, estaríamos haciendo un pésimo negocio. Muchos de estos acreedores se están 
presentando a la Justicia y ganando sus casos, y con recargos e intereses estamos pagando mucho más que la deuda original y, 
por otra parte, lo hacemos al contado en el momento en que el Juez determina que hay que hacerlo así. En consecuencia, esto es 
algo que se nos está escapando de las manos y que mientras más demoremos, peor será el negocio para nosotros. Con sinceridad 
-y espero que me crean- digo que asumo como nuestras las obligaciones del Estado, no sólo por lo que ello significa, sino también, 
repito, porque esto es hoy un pésimo negocio. Ocurre que el tema se nos ha venido encima y tenemos, reitero, una serie de 
acreedores que ya han iniciado juicio -con lo cual estarán en condiciones de cobrar- y otra cantidad bien importante que no lo han 
hecho todavía, pero pueden hacerlo en cualquier momento. Nuestras posibilidades de acordar con estos últimos, es decir, con 
aquellos que no han iniciado juicio pero lo pueden hacer, se ven relativamente limitadas porque, obviamente, ellos ya tienen 
ejemplos muy claros de quienes iniciaron las acciones judiciales y tuvieron sentencias judiciales, e incluso en algunos casos -muy 
pocos- ya han cobrado. 


Nuestra disposición es total en el sentido de dar la respuesta más rápida posible a esta situación, en la que obviamente se incluye 
la que hoy nos ocupa, es decir, del Molino Caorsi. De modo que esta sería mi respuesta de orden general y particular con respecto 
a este asunto. 


En cuanto a la reflexión del señor Presidente sobre la posibilidad de compensar estas deudas, está claro que desde el punto de 
vista del Ministerio de Economía y Finanzas nuestra posición es contraria -lo ha sido en otros casos y también lo es en esta 
oportunidad- porque perderíamos totalmente el control que tenemos de los escasos recursos de que disponemos para llevar más o 
menos ordenadamente una gestión de caja. 


Es todo lo que quería decir. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puesto que son dos los temas que hacen a la economía de esta empresa, solicito al doctor Olmos que nos 
dé un panorama general. 


SEÑOR OLMOS.- Sería atrevido si dijera que he venido en representación del Presidente o del Directorio del Banco. Simplemente 
vengo como un asesor para explicar una situación que fue denunciada en la comparecencia de la empresa al seno de esta 
Comisión. Me refiero al no-otorgamiento de una exoneración solicitada por la Cooperativa, de la cual había gozado en el pasado. 


Como todos sabemos, las exoneraciones tienen una base legal, es decir que solamente pueden ser otorgadas por ley y ésta, en 
algunos casos, establece una serie de condiciones para poder ser acreedor al beneficio de la exoneración. Los funcionarios de la 
administración tributaria tenemos una limitación bastante importante en el Código Tributario en su artículo 47, que es que el secreto 
tributario nos impide brindar informaciones, excepto algunos órganos que están explícitamente establecidos en la misma ley. No 
obstante, voy a poder explicar la situación, en función de las propias declaraciones de los representantes de la Cooperativa que 
estuvieron aquí el jueves pasado. En la página tres de la versión taquigráfica de esa sesión de la Comisión, un representante de la 
Cooperativa dijo: "Tal como hemos indicado en la nota correspondiente, somos casi 90 personas que estamos trabajando en forma 
directa". Más abajo agrega: "Los dueños de la Cooperativa somos 56 socios y tenemos 80 personas contratadas. También se da el 
caso de empresas unipersonales, como ser profesionales, etcétera". 


La Ley N* 13.481, que regula las exoneraciones de las cooperativas de producción o de trabajo, como la que hoy nos ocupa, en su 
artículo 1” establece muy claramente las condiciones a las cuales deben ceñirse las cooperativas para poder lograr la exoneración 
que la misma ley determina. Ahí encontramos, por ejemplo, que deben gozar de personería jurídica, que los medios de producción 
tienen que integrar el patrimonio social, que el número de trabajadores no sea inferior a seis y que la cantidad de trabajadores no 
socios no exceda el veinticinco por ciento del total ocupado en los primeros cinco años de actividad, y el veinte por ciento en los 
siguientes. 


Mi duda y temor, y en cierto modo mi resistencia a considerar situaciones individuales, se debe a que cuando uno conoce -como es 
nuestra obligación profesional- esta situación de atrasos con proveedores, sabe que no se trata de una empresa en particular, sino 
de un espectro mucho más amplio. De modo que me parece inconveniente incursionar en una consideración particular de esta 
situación porque ella se puede reiterar en los más de 200 acreedores que, en mayor o menor medida, están esperando una 
solución financiera. Posiblemente, este sea un caso más apremiante, pero también es factible que si la Comisión abre una 
concurrencia a todos los acreedores que están en esta situación, identifique más de un caso con similar o mayor dificultad. 
Entonces, resulta muy difícil hacer un distingo. 


Me voy a permitir insistir en lo que ha sido mi aproximación a este tema. En el día de hoy conversábamos con nuestros asesores a 
propósito de toda esta problemática y de las reflexiones que hemos venido haciendo en el último mes, una vez que se fueron 
conociendo los fallos de la Justicia. Nos hemos dado cuenta de que estamos ante una situación que no podemos dejar de atender, 
porque en la medida en que no lo hagamos, nos va a sobrepasar e implicará, por encima de nuestras intenciones, un costo mucho 
mayor para el Estado. 


En consecuencia, en la modesta medida de nuestras posibilidades, les pido que nos den algún tiempo. Vamos a enfocar este tema 
con el ánimo de resolver esta situación y las otras, ofreciendo una solución razonable a las necesidades de esta gente que, sin 
duda, son muy sentidas; naturalmente, debemos compatibilizarla con nuestras propias disponibilidades. Como decía hace unos 
momentos, los que han iniciado juicio van a cobrar en los próximos días sin ninguna posibilidad de dilatoria, con recargos, 
intereses, etcétera. Repito entonces que nadie más interesado que nosotros en encontrar una rápida solución a todo este 
problema. Si esto no prospera en las próximas semanas, obviamente la Comisión estará en todo su derecho de pedirnos alguna 
otra forma de solución. 


Por lo tanto, en la situación actual, una vez más pedimos que nos den un poco de tiempo a fin de resolver este problema de la 
forma más rápida en que nos sea posible. 


SEÑOR GARGANO.- Con respecto al Banco de Previsión Social, reitero que no coincide la nota enviada por la Cooperativa con lo 
que luego dice el expositor en el acta. No sé si al final no es lo mismo para el Banco ni tampoco si los contratados son estables o 
no; indudablemente, esos datos los conocerán mejor ustedes que tienen el expediente, del cual no nos pueden dar cuenta por 
secreto bancario. 


Me hago cargo de lo que dice el señor Ministro y también de lo que ha declarado en cuanto al compromiso de buscar una solución 
lo más rápida posible y con conveniencia para el Estado. Lo que quiero recalcar es que hay situaciones y situaciones, lo que 
también debe ser evaluado. No es lo mismo una firma de gran magnitud que presta servicios de importante dimensión al Estado, 
que este otro tipo de empresas que tienen más trascendencia social por el impacto que producen en el medio específico en el que 
actúan. De pronto, 80 trabajadores en Tacuarembó representan un porcentaje muy importante en el núcleo urbano de asalariados. 
En definitiva, creo que es uno de los aspectos que debe ser tenido en cuenta. 


Por último, me preocupan algunas afirmaciones del Ministro de Economía y Finanzas en cuanto al resto de las personas públicas 
no estatales. Creo que existe una disposición presupuestal o legal que obliga a estas empresas a dar cuenta anualmente de su 
estado de situación. Confieso que en la maraña de papeles que envía el Poder Ejecutivo a la Comisión de Presupuesto, no 
recuerdo haber visto esa declaración, pero sería muy importante, si se cuenta con ella en forma separada, que el Ministerio nos la 
hiciera llegar porque realmente nos interesa saber cómo funcionan y se gestionan esas empresas. Entiendo la argumentación en el 
sentido de que el Poder Ejecutivo considera que no es responsable por los déficit de estas empresas, mientras que el Poder 
Judicial dice lo contrario. Creo que es algo que se debe aclarar desde el punto de vista legal con miras al futuro porque hay 
instituciones que son empresas públicas no estatales que giran en la órbita del Derecho Privado y son administradas 
mayoritariamente por intereses privados, donde el Estado hace una función de vigilancia y no de gran protagonismo. Podría 
mencionarlas todas, pero me ahorro la enumeración. 


En definitiva, solicito que se nos envíe ese estado de situación en el caso de que se cuente con esa información. 


SEÑOR GONÑ!I.- Quisiera realizar un par de precisiones muy breves. Son muchas las empresas acreedoras del INA -más de 200- 
algunas de ellas del interior; incluso, varias poseen gran cantidad de trabajadores y también son similares a la Cooperativa Caorsi. 
De nuestra parte ha habido un trato absolutamente igualitario en cuanto a que no se le ha pagado a nadie. Esto lo digo para la 
tranquilidad de los señores Senadores. 


Por otra parte, en la corta actividad comercial que tuvimos no contrajimos ninguna obligación que no haya sido cumplida 
absolutamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde el punto de vista personal, y no en nombre de la Comisión, debo decir que coincido con la 
preocupación del señor Ministro en cuanto al florecimiento de estas figuras públicas de Derecho Privado en las que a veces se 
manejan fondos del Estado. Se trata de un problema de nuestra época y entre ellas habría que incluir a las empresas con dinero 
público fundadas en Derecho Privado en el extranjero, cuyo mecanismo nos genera muchas dudas. Además, creo que estamos 
rezagados en lo que hace a un buen control. 


En el caso que nos ocupa se da una situación "kafkiana", porque los que hacen pleito van a cobrar mientras que aquellos que no lo 
han hecho, por una razón de mansedumbre o por visualizar en el horizonte una conveniencia estratégica -ya que si bien el Estado 
es mal pagador, es un buen cliente- tendrán que esperar. Quien quiera cultivar el mercado para el futuro de pronto no aprieta. No 
olvidemos que esta es una Cooperativa donde el ingreso medio de la gente no debe ser ni la cuarta parte del que existe en una 
oficina del Estado; allí no hay grandes propietarios y es casi un milagro que sobrevivan. La maquinaria es muy vieja y creo que la 
verdadera proeza está en el taller de mantenimiento. Insisto, no me puedo explicar cómo existe esa industria. La he visitado en 
alguna oportunidad, he sacado fotos, y creo que en Alemania guardarían esa maquinaria en un museo; sin embargo, acá está 
funcionando y constituye un medio de vida para varias personas. 


En lo que me es personal, creo que en este mundo, para ser igual hay que ser diferente. No todo es lo mismo. Claro, pero ¿quién 
establece la diferencia donde hay tanta debilidad? Ese es el problema. Seguramente, el Estado perderá el doble de lo que debe. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: si me permiten, quisiera asumir un compromiso, quizás excesivo si tomamos en cuenta los 
términos sobre los que hemos conversado en esta Comisión. Creo que todos los integrantes de la Comisión han comprendido el 
problema y que la preocupación es compartida por nosotros, miembros del Poder Ejecutivo. 


Aclaro que me voy con una sensación de satisfacción en cuanto a que ambos, miembros del Poder Ejecutivo e integrantes de la 
Comisión, hemos compartido el problema, la preocupación y la necesidad de buscarle una rápida solución. Obviamente, podríamos 
levantar la sesión aquí; creo que el señor Presidente, de alguna manera, estaba, no sé si instando a eso, pero sí preparándolo. 


Dando un paso más delante en lo que ha sido el ambiente de la Comisión, quisiera dejar como compromiso la promesa ante 
ustedes de que en un plazo no mayor a 15 ó 20 días vamos a poner en conocimiento de los señores Senadores qué estamos 
pensando, más concretamente, acerca de la cancelación de estos pasivos. No puedo tomar otro compromiso; de todos modos, lo 
anuncio formalmente ante la Comisión a fin de que ésta continúe, si así lo desea -ojalá que no- el análisis de este problema. 
Desearía que pudiéramos abocarnos al estudio de otros temas más importantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás parezca exagerado haber convocado a representantes de dos Ministerios, pero a pesar de que son 
temas chicos para el mundo, son grandes para algunos que se están jugando la vida en ellos. 


En nombre de los miembros de la Comisión, agradecemos la presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas, del señor 
Subsecretario del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y asesores de ambas Carteras del Estado. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 3 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


